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53El cumplimiento del plazo establecido para su reso-
lución, es un sueño inalcanzable para las personas 
dependientes, que ven cómo transcurren los meses 
y los años sin poder disfrutar de un derecho sub-
jetivo para la mejora de su calidad de vida, por las 
carencias  que alegan las administraciones públi-
cas intervinientes.

Desde hace varias décadas, en España se aprecia un 
crecimiento de la población mayor de 65 años, que 
previsiblemente continuará creciendo ante el aumento 
de la esperanza de vida, siendo las propias familias las 
encargadas de los cuidados de los familiares depen-
dientes, conocido como cuidado informal, realizado 
especialmente por mujeres bajo el rol de cuidadoras. 

Los cambios en los modelos de familia y cambios de-
mográficos, añadidos a la necesidad de atender a las 
personas dependientes en estas últimas etapas de la 
vida, supuso un reto para los poderes públicos, que 

Dependencia: un derecho 
subjetivo marcado por sus 
disfunciones

debían dar una respuesta firme, sostenida y adecuada 
para el actual modelo de sociedad, al ser considerado 
un asunto de interés social. 

En este contexto, se publica la Ley 39/2006, de 14 de 
diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal 
y Atención a las personas en situación de dependen-
cia (LAAD), que entró en vigor en el año 2007, recono-
ciendo un nuevo derecho subjetivo que garantizase la 
promoción de la autonomía y atención de las personas 
dependientes (art. 1 LAAD) mediante la creación de un 
Sistema para la Autonomía y y Atención a la Depen-
dencia (SAAD). 

Como derecho social, depende de la intervención de los 
poderes públicos para su efectividad. En Andalucía, el 
procedimiento administrativo regulado para el recono-
cimiento de la situación de dependencia y acceso a las 
prestaciones del SAAD, ha sido dual desde la implanta-

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2006-21990
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2006-21990
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ción del Sistema de la Dependencia (Decreto 168/2007, 
de 12 de junio). 

Un primer procedimiento encaminado al reconoci-
miento de la situación de dependencia, el cual se 
determinará teniendo en cuenta el informe de condi-
ciones de salud elaborado por el Sistema Andaluz de 
Salud (SAS) y la aplicación del baremo de valoración 
aprobado en el Real Decreto 174/2011, de 11 de febrero, 
por el personal valorador perteneciente a la administra-
ción autonómica. Y un segundo procedimiento, que se 
inicia de oficio por la administración pública, una vez 

notificada la resolución por la que se reconoce situación 
de dependencia, cuya finalidad es elaborar y aprobar 
la propuesta del programa individual de atención 
(PIA), en la que se propone el recurso o recursos inte-
grados en el catálogo de dependencia, como moda-
lidad de intervención más adecuada para la persona 
dependiente. 

Un procedimiento que, a priori, debería de estar resuelto 
en el plazo de seis meses, a computar desde la presen-
tación de la solicitud a través de los servicios sociales co-
munitarios o Ventanilla Electrónica de la Dependencia 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2007/119/3
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2007/119/3
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2011-3174
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(Decreto-ley 9/2021, de 18 de mayo), cuya tramitación, 
tras diecisiete años de vigencia de la Ley 39/2006, ha de-
venido en un sistema cargado de disfunciones, con un 
número de solicitudes iniciales de reconocimiento de 
situación de dependencia que cada año se hace inabar-
cable para la administración, añadiéndose el número de 
solicitudes para la revisión del grado de dependencia o 
revisión de PIA tras cambio de recurso o domicilio de la 
persona dependiente. 

El cumplimiento del plazo establecido para su resolu-
ción, es un sueño inalcanzable para las personas de-
pendientes, que ven cómo transcurren los meses y los 
años sin poder disfrutar de un derecho subjetivo para 
la mejora de su calidad de vida, por las carencias  que 
alegan las administraciones públicas intervinientes. 
Lamentablemente, la mayor parte de las personas be-
neficiarias son personas longevas, siendo relevante el 
tiempo en esta última etapa de la vida y que, por des-
gracia, en numerosas ocasiones llegan a su término sin 
haber disfrutado de tal derecho. 

Hablamos de una demora que supera los parámetros 
de un plazo razonable establecido por la jurisprudencia, 
rondando entre dos y tres años para la efectividad del 
derecho, sufriendo una demora mayor aquellos expe-
dientes de dependencia que tras el reconocimiento de 
un grado de dependencia superior, son propuestas para 
beneficiarse de la prestación económica para cuidados 
en el entorno familiar, como modalidad de intervención 
más adecuada, llegando a alcanzar y superar los cuatro 
años desde la presentación de la solicitud. Una situación 
que debemos calificar de inaceptable.

Desde que entró en vigor, la LAAD ha sufrido numero-
sas modificaciones, que poco han incidido en su mejora, 
suponiendo serias mermas en los derechos reconocidos 
por la Ley desde sus comienzos, con consecuencias vi-
sibles en su aplicación actual. En un contexto de crisis 
económica, se aprobaron los sucesivos reales decretos 

leyes, el Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de Mayo; el Real 
Decreto-Ley 20/2011, de 30 de diciembre y el Real De-
creto Ley 20/2012, de 13 de julio, afectando considerable-
mente al despegue de la normativa, así como en la efec-
tividad del derecho, la paralización de los expedientes 
de dependencia y su financiación, debiendo destacar 
la introducción del plazo suspensivo de dos años para la 
efectividad en la prestación económica para cuidados 
en el entorno familiar, que continúa aún vigente.

El recurso residencial también precisa de criterios de 
humanización, erradicando definitivamente la asigna-
ción de plaza en centros que aíslan a las personas de 
su familia y entorno.

Los poderes públicos parecen haber comenzado a to-
mar consciencia de la importancia del SAAD. El más re-
ciente, el Plan de Choque de la Dependencia 2021-2023 
puesto en marcha por el Consejo Territorial de Servicios 
Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia (adscrito al Ministerio de Derechos 
Sociales y Agenda 2030) comprendió entre sus obje-
tivos prioritarios la reducción de la lista de espera y los 
tiempos de tramitación de la solicitudes.

Las medidas del Plan de Choque han propiciado, por 
fin, que el gobierno autonómico de Andalucía aborde 
una revisión completa del procedimiento administra-
tivo bifásico utilizado hasta ahora y que no había sido 
revisado desde el año 2007, pese a resultar obsoleto 
ante el volumen de expedientes de dependencia que 
se tramitan cada año.

Tras una larga espera, finalmente se ha incluido esta 
reforma entre la ingente cantidad de modificaciones 
normativas acumuladas en el Decreto-ley 3/2024, de 6 
de febrero, por el que se adoptan medidas de simplifi-
cación y racionalización administrativa para la mejora 
de las relaciones de la ciudadanía con la Administración 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOJA-b-2021-90194
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2010-8228
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2011-20638
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2011-20638
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2012-9364
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2012-9364
https://coapema.es/plan-de-choque-en-dependencia-2021-2023/
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOJA-b-2024-90030
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOJA-b-2024-90030
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de la Junta de Andalucía y el impulso de la actividad 
económica en Andalucía.

Los cambios en los modelos 
de familia y cambios 

demográficos, añadidos a 
la necesidad de atender a 

las personas dependientes 
en estas últimas etapas de 

la vida, supuso un reto para 
los poderes públicos, que 
debían dar una respuesta 

firme, sostenida y adecuada 
para el actual modelo de 

sociedad

Otro objetivo prioritario del citado Plan de Choque es la 
mejora en los servicios y prestaciones que garanticen 
la atención adecuada de las personas dependientes. 
Y, por exigencias del mismo, se aprobó el Real Decreto 
675/2023, de 18 de julio, por el que se modifica el Real 
Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, introduciendo 
un aumento en la intensidad del servicio de ayuda a 
domicilio y en las cuantías de la prestación económi-
ca para cuidados en el entorno familiar. La concesión 
de esta última prestación económica, por su parte, ha 
aumentando de forma muy significativa en los últimos 
años, abandonando así su carácter excepcional y retor-
nando a la tendencia de los primeros años de vida de 
la LAAD, no sabemos si en esta ocasión con el riesgo de 

repetir las disfunciones detectadas en los años conse-
cutivos a su entrada en vigor.

En definitiva, diecisiete años después, en cada uno de 
los cuales esta Institución ha luchado por el respeto de 
esta conquista social para la dignidad personal y fami-
liar, los poderes públicos y las administraciones públi-
cas intervinientes han de parar y reflexionar sobre las 
razones que llevaron al reconocimiento de un sistema 
como el SAAD y sobre el rumbo que deben darle para 
que este derecho subjetivo sea el paradigma de una 
sociedad humana, que respeta y ampara a sus mayo-
res y, en todo caso, mitiga los perjuicios que la falta de 
autonomía, mayor o menor, produce en las personas 
afectadas. Un sistema imprescindible para una mejora 
en la calidad de vida y en la dignidad, que no puede 
aceptar la normalización de la demora en su resolución.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-16651
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-16651
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